CONCEPTO 576 DE 2013
(24 septiembre)

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Asunto. Su solicitud de concepto.(1)
Cordial saludo:

Se basa la consulta objeto de estudio en solicitar concepto jurídico sobre algunas inquietudes relacionadas con el procedimiento de recuperación de consumos y consumos dejados de facturar a la luz de los Artículos 146, 149 y 150 de la Ley 142 de 1994.
Antes de cualquier pronunciamiento sobre el particular, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el Artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad, ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, ya que el ámbito de su competencia en relación con estos, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (artículo 79.1(6) de la ley 142 de 1994). Lo contrario podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas, razón por la cual no es posible indicarle cuál es el mecanismo idóneo que debe utilizar la empresa para determinar los consumos dejados de facturar o la recuperación de consumos.
Hechas las anteriores precisiones, esta Oficina se pronuncia de manera general sobre la consulta formulada, así:
1. “…cual es el mecanismo idóneo por medio del cual la Empresa ha de proceder a efectuar la determinación de los consumos dejados de facturar o de la recuperación de consumos… se hace relevante …. El mecanismo técnico que permita establecer con meridiana exactitud, el valor tanto en dinero como en metros cúbicos de consumo (para el servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado)…”. 
Sobre el particular, ratificamos la línea conceptual contenida en el concepto jurídico SSPD-OAJ-2009-983, en el siguiente sentido: 
“RECUPERACIÓN DE CONSUMOS DEJADOS DE FACTURAR.
En lo que respecta a consumos dejados de facturar este tema, aunque no tiene en si mismo una definición legal, si ha tenido desarrollo jurisprudencial muy claro.
Inicialmente tenemos que puntualizar que la Ley 142 de 1994, en su artículo 146, dispone lo siguiente:
"ARTICULO 146.- La medición del consumo, y el precio en el contrato. La empresa y el suscriptor o usuario tienen derecho a que los consumos se midan; a que se empleen para ello los instrumentos de medida que la técnica haya hecho disponibles; y a que el consumo sea el elemento principal del precio que se cobre al suscriptor o usuario.

Cuando, sin acción u omisión de las partes, durante un período no sea posible medir razonablemente con instrumentos los consumos, su valor podrá establecerse, según dispongan los contratos uniformes, con base en consumos promedios de otros períodos del mismo suscriptor o usuario, o con base en los consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias similares, o con base en aforos individuales. (…)

Habrá también lugar a determinar el consumo de un período con base en los de períodos anteriores o en los de usuarios en circunstancias similares o en aforos individuales cuando se acredite la existencia de fugas imperceptibles de agua en el interior del inmueble. Las empresas están en la obligación de ayudar al usuario a detectar el sitio y la causa de las fugas. A partir de su detección el usuario tendrá un plazo de dos meses para remediarlas. Durante este tiempo la empresa cobrará el consumo promedio de los últimos seis meses. Transcurrido este período la empresa cobrará el consumo medido.

La falta de medición del consumo, por acción u omisión de la empresa, le hará perder el derecho a recibir el precio. La que tenga lugar por acción u omisión del suscriptor o usuario, justificará la suspensión del servicio o la terminación del contrato, sin perjuicio de que la empresa determine el consumo en las formas a las que se refiere el inciso anterior. Se entenderá igualmente, que es omisión de la empresa la no colocación de medidores en un período superior a seis meses después de la conexión del suscriptor o usuario. (...)".
Posteriormente la misma ley establece lo siguiente:
"ARTICULO 149.- De la revisión previa. Al preparar las facturas, es obligación de las empresas investigar las desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Mientras se establece la causa, la factura se hará con base en la de períodos anteriores o en la de suscriptores o usuarios en circunstancias semejantes o mediante aforo individual; y al aclarar la causa de las desviaciones, las diferencias frente a los valores que se cobraron se abonarán o cargarán al suscriptor o usuario, según sea el caso.
ARTICULO 150.- De los cobros inoportunos. Al cabo de cinco meses de haber entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios que no facturaron por error, omisión, o investigación de desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo del suscriptor o usuario."

De los normas citadas anteriormente podemos colegir que:
1. Cuando no se pueda medir el consumo mediante los instrumentos adecuados, éste se podrá determinar según dispongan los contratos uniformes, con base en consumos promedios de otros períodos del mismo suscriptor o usuario, o con base en los consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias similares, o con base en aforos individuales.
2. Los contratos de servicios públicos deberán indicar la forma en la que se determinará el consumo en éstos casos.
3. La falta de medición del consumo por acción u omisión del usuario justificará la suspensión del servicio o la terminación del contrato, sin perjuicio de que la empresa determine el consumo en las formas antes citadas.
4. La empresa está obligada a investigar las desviaciones significativas que presente un usuario frente a consumos anteriores; mientras esto ocurre podrá facturar utilizando uno de los métodos ya descritos. Aclarada la causa de la desviación podrá cargar o abonar al usuario la diferencia.
Es decir, la regulación reconoce a las empresas de servicios públicos el derecho a facturar los consumos que no se hayan facturado por problemas en la medición. De igual forma, establece la forma en la que se calculará ese consumo: según lo dispongan los contratos uniformes, por promedio de los últimos consumos del mismo suscriptor, o por promedio de suscriptores similares o por aforos individuales.
Ahora bien, en lo que corresponde a la jurisprudencia, esta ha sido clara en considerar que nada impide a las empresas prestadoras de servicios públicos, procurar el cobro unilateral de consumos efectuados y no pagados por el usuario, empleando para ello los mecanismos legales disponibles.
Así lo ha establecido la Honorable Corte Constitucional quien ha dicho lo siguiente:
Por las anteriores razones, esta Sala de Revisión considera que el cobro de la energía consumida dejada de facturar no corresponde a una sanción pecuniaria, ajustándose sí a las prerrogativas concedidas por los artículos 149 y 150 de la Ley 142 de 1994. Además, tal cobro se realiza por medio de una factura adicional, contra la cual puede interponer el usuario los recursos de la vía gubernativa”(7)
“La corte aclaró que cosa distinta en el cobro por el servicios consumido pero dejado de facturar, para el cual las empresas de servicios públicos se encuentran facultadas para recuperarlo.
Por otra parte, dado que por expresa disposición del articulo 149 de la Ley 142 de 1994, las empresas de servicios públicos domiciliarios se encuentran facultadas para cobrar el servicios efectivamente consumido pero respecto del cual no han recibido el pago, las empresas accionadas podrán en estos casos, realizar nuevamente la facturación por este aspecto, trámite en el cual se le deberá indicar de manera clara, precisa y explicativa el valor del servicio consumido y dejado de facturar y la fórmula que se utilizó para su calculo, sin que en ningún caso se pueda incluir o considerar valores por concepto de sanciones pecuniarias(8).
De lo anterior, que la facturación de consumos no cobrados en periodos anteriores, por las causales señaladas en la ley, no constituye una práctica de imposición de sanciones pecuniarias al usuario. En virtud de las normas acá señaladas, es ajustado a la ley que las empresas tomen las medidas legales y contractuales que estén a su alcance para determinar los consumos no facturados y para obtener su pago, en los términos y condiciones señalados en las normas”.
DEBIDO PROCESO EN LA RECUPERACIÓN DE CONSUMOS.
Ahora bien, el cobro de consumos dejados de facturar no es un procedimiento autónomo e independiente sino que surge de la presencia de circunstancias anómalas que impiden la medición de los consumos durante un periodo de tiempo.
De acuerdo con lo dispuesto en al articulo 149 de la ley 142 de 1994 antes citado es obligación de las empresas investigar las desviaciones significativas frente a consumos anteriores.
En consecuencia de ello, la recuperación de los consumos dejados de facturar es un eslabón dentro de un proceso que realiza la empresa para determinar el origen de una situación anómala que no ha permitido que se midan los consumos y que puede obedecer a diferentes causas, dentro de las cuales, inclusive, pueden estar conexiones o acometidas fraudulentas.
En este último caso, es claro que de acuerdo con la ley 142 de 1994, artículos 140 y 141, las empresas de servicios públicos domiciliarios están facultadas para suspender el servicio por fraude en las conexiones, acometidas, medidores o lineas y también podrán proceder al corte del servicio en el caso de acometidas fraudulentas.
Las citadas acciones las podrá tomar la empresa de servicios públicos domiciliarios pues existe norma legal que lo permite, pero deberá dentro del procedimiento para su imposición, respetar el debido proceso dentro del procedimiento de defensa del usuario.
De lo explicado, se tiene que dentro del procedimiento para determinar los consumos dejados de facturar se debe respetar el debido proceso al usuario, de tal forma que el usuario pueda ejercer su derecho de defensa en todas las actuaciones que despliegue la empresa para determinar el consumo a cobrar durante el periodo que no se pudo realizar la medición por la presencia de una situación anómala.
El artículo 29 de la Constitución Política establece que el debido proceso ha de aplicarse tanto a las actuaciones judiciales como a las administrativas. Lo cual deriva que deban respetar los principios que rigen el debido proceso, entre ellos, los principios de legalidad, tipicidad y contradicción.
El debido proceso se garantiza cuando se le indica al investigado, en el caso de servicios públicos domiciliarios al usuario, los medios de prueba que serán utilizados por cada una de las partes; cuando se determinan los plazos y términos dentro de los cuales podrá actuar el usuario para realizar su defensa; cuando se motivan todos los actos que afecten a particulares; cuando se le de a conocer el usuario la metodología de determinación del consumo dejado de facturar; y, entre otros, cuando se precisan las formas de notificación con indicación de los recursos, entre otros.
En consecuencia, en los eventos de la determinación de consumos dejados de facturar, debe garantizarse al usuario el derecho de defensa antes de que se incluya el precio dentro de la respectiva factura, esto es desde cuando la empresa da inicio a la investigación para determinar la causa que impidió la medición de los consumos.
No puede entonces entenderse garantizado el debido proceso, defensa y contradicción, con la sola expedición de una factura por consumos dejados de facturar y la posibilidad de que el usuario haga uso de los recursos de vía gubernativa y posteriormente acuda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que previo a esto el usuario debió poder interactuar frente a cada uno de los elementos probatorios y conocer las razones tanto fácticas, como técnicas y jurídicas por las que se le imputa el pago de unos consumos dejados de facturar.
Entonces, dentro del procedimiento de investigación de la anomalía que dará origen al cobro de los consumos dejados de facturar debe garantizarse (i) el derecho de defensa del usuario en todas las acciones que despliega la empresa, (ii) que la decisión que culmina el proceso y conlleva a determinar a cuanto asciende el consumo no facturado este debidamente motivada, (iii) el conocimiento y ejercicio de su defensa frente a los medios de prueba que serán utilizados por cada una de las partes, y (iv) las formas de notificación con indicación de los recursos. Lo anterior, con el objetivo de realizar una actuación administrativa por parte de la empresa en donde al usuario se le respete y en consecuencia pueda ejercer su derecho a la defensa antes de la expedición y cobro de la factura.
Lo citado, se denota aún mas marcadamente frente a esas investigaciones donde la anomalía corresponde al equipo de medida, frente a lo cual debe garantizarse al usuario que este pueda ejercer activamente su defensa, conociendo todas las actuaciones desplegadas por la empresa, los hallazgos encontrados, el laboratorio donde se va a realizar el dictamen e inclusive de ser del caso pueda apoyarse en técnicos diferentes a la empresa para corroborar lo estimado en el dictamen.
De lo anterior, la importancia que frente a dichos procesos donde el usuario se verá obligado a pagar unas sumas de dinero, éste, tal y como lo señaló la Corte en la Sentencia SU 1010 de 2008, pueda conocer el inicio del trámite pertinente y los fundamentos que apoyan la recuperación de los consumos dejados de facturar por parte de la empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios.
En consecuencia de ello, durante la investigación por los consumos dejados de facturar, se deben garantizar los derechos fundamentales como el debido proceso y en especial el derecho de contradicción. A través de este último, el usuario y presunto responsable de la anomalía goza de la posibilidad de pronunciarse sobre el valor, el contenido y los elementos del material probatorio recaudado para así lograr sustentar su argumentación o para aceptar la de la empresa.
Teniendo en cuenta todo lo citado, es claro que en los procesos de recuperación de consumos dejados de facturar, el usuario debe conocer del inicio de la investigación de la empresa para determinar la causa de la ausencia, falta o falla en la medición para de esta manera ejercer durante toda la actuación que despliega la empresa para determinar dichos consumos sus derechos de defensa y contradicción”.
“Artículo 146… “Cuando, sin acción u omisión de las partes, durante un período no sea posible medir razonablemente con instrumentos los consumos, su valor podrá establecerse, según dispongan los contratos uniformes con base en …”. En cuanto a lo prenotado en subraya, haciendo mención al término de UN período sin que sea posible medir, salta a la duda, de si es posible dar aplicación a los procedimientos descritos a renglón seguido del artículo, esto es, por medio de los cuales se puede establecer razonablemente dicho consumo dejado de facturar, a los cinco (5) períodos que se constituyen dentro del término para los cobros del artículo 150 de la Ley 142, es decir si su aplicación es de restrictiva aplicación a UN período sin que haya sido posible medir el consumo”.

3. “… es viable dar aplicación a la determinación de consumos dejados de facturar, mediante la implementación de este mecanismo (con base en consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias similares), su extensión o aplicación a los CINCO (5) períodos que corresponden a los permitidos por la norma como configurativos de cobros inoportunos (art.150)”.
En este punto es preciso advertir que una cosa es la determinación del consumo a facturar (Artículo 146 de la Ley 142 de 1994) y otra distinta, el término que tiene la empresa de servicios públicos domiciliarios para cobrar al suscriptor o usuario conceptos no facturados o facturados erróneamente (Artículo 150 de la Ley 142 de 1994). 

Sobre las diferencias de los ejes temáticos contenidos en los Artículos 146 y 150 de la Ley 142 de 1994, esta Oficina reitera lo manifestado en el Concepto SSPD-OJU-2010-021, en los siguientes términos:

“…El artículo 150 de la Ley 142 de 1994 establece que al “… cabo de cinco meses de haber entregado las facturas, las empresas no podrán cobrar bienes o servicios que no facturaron por error, omisión, o investigación de desviaciones significativas frente a consumos anteriores. Se exceptúan los casos en que se compruebe dolo del suscriptor o usuario”.
La finalidad de esta norma, más que sancionar la negligencia de la empresa y obligarla a facturar oportunamente, es que el usuario tenga la garantía que lo que se le cobra corresponda a los consumos del período facturado, y no se convierta en práctica ordinaria la acumulación de cuentas de períodos anteriores de manera injustificada, que haga imposible su posterior verificación y pago.
En otras palabras, lo que la ley pretende es que sólo de manera excepcional las empresas facturen servicios que no correspondan al del período de lectura inmediatamente anterior a la expedición de la factura. Ahora bien, en este punto es necesario precisar lo siguiente:
- El artículo 146 de la Ley 142 de 1994, se encuentra ubicado dentro del capítulo denominado “DE LA DETERMINACIÓN DEL CONSUMO FACTURABLE” por lo cual hace referencia a la forma como estimar los consumos.
- El artículo 150 de la Ley en comento, hace parte del capítulo denominado de las “FACTURAS” por lo cual su eje temático incluye tal y como lo desarrollan cada uno de los artículos que forman dicho capitulo los requisitos, preparación y término para su cobro”.

Ahora bien, respecto al entendimiento que debe dársele a los Artículos 146 y 150 de la Ley 142 de 1994, esta Oficina ratifica la línea conceptual contenida en los Conceptos SSPD-OJ-2013-082 y SSPD-OJ-2013-116, así:

Del contenido de las normas … se colige, que las empresas prestadoras de servicios públicos domiciliarios, se encuentran facultadas para adoptar las medidas legales y contractuales que estén a su alcance, para efectos de determinar los consumos no facturados y como consecuencia de ello, para obtener el pago de los mismos en los términos y condiciones señalados en dichas disposiciones, dentro de los cuales se encuentra un factor de temporalidad, que establece el período preciso para que la empresa puede efectuar dichos cobros. 
Es importante señalar, que el cobro de estos consumos dejados de facturar, debe estar precedido de un procedimiento a través del cual se garantice el debido proceso al usuario o suscriptor, toda vez que no es un procedimiento autónomo sino que por el contrario surge cuando se presentan circunstancias anómalas que impiden la medición de los consumos, durante un periodo de tiempo determinado.
En efecto, de conformidad con lo indicado por el artículo 149 de la Ley 142 de 1994, es obligación de la empresa prestadora, investigar las desviaciones significativas frente a consumos anteriores y si como consecuencia de ello encuentra que se han presentado situaciones anómalas que impidan la correcta medición del consumo, puede proceder a realizar la actuación administrativa pertinente, con el propósito de efectuar la recuperación de los consumos dejados de facturar, procedimiento dentro del cual debe respetar el debido proceso al usuario, de tal forma que este pueda ejercer su derecho de defensa, en todas las actuaciones que ejecute la empresa con el fin de determinar el consumo a cobrar durante el periodo que no se pudo realizar la medición, por causa de una situación anómala.

…en cuanto se refiere al contenido del artículo 150 … la norma ha establecido un término máximo para que la empresa prestadora realice una facturación extemporánea… sin embargo a voces de lo señalado por la Corte Constitucional(9), “Habría que agregar también, que el plazo señalado en… (este artículo) establece un término de prescripción en beneficio del usuario y en detrimento de la empresa prestadora del servicio….
… la excepción del señalado artículo, es decir, los casos en que se compruebe dolo del suscriptor o usuario, la empresa tendría la carga de la prueba y debe demostrar que el usuario tuvo la intención de hacer incurrir a la empresa en el error, la omisión o que su conducta la dirigió a impedir realizar la investigación de desviaciones significativas frente a consumos anteriores para evitar el cobro de bienes o servicios.
En este punto es preciso señalar que “ a diferencia de los cobros inoportunos, que parte del incumplimiento del prestador de su obligación de cargar en la factura los valores que en ella deben incluirse, la prescripción tiene que ver con la imposibilidad de cobrar judicialmente valores que sí fueron incluidos en la factura por el prestador, como consecuencia del transcurso de un tiempo determinado"(10)–. En esa medida, la prescripción de las facturas es un modo de extinción de las obligaciones por el cual se extinguen las acciones y derechos ajenos por no ejercitar las mismas durante cierto lapso de tiempo. (…).
En este contexto, si una empresa prestadora de servicios públicos domiciliarios ha dejado de facturar un servicio, solamente cuenta con un plazo de cinco meses para corregir el error en que incurrió, término que se cuenta desde el momento en que se entrega la factura correspondiente, quedando imposibilitada legalmente, para hacer cobros por fuera del término señalado. Así las cosas, si la empresa ha omitido efectuar el cobro correspondiente a la prestación del servicio por un término superior a los cinco meses referidos, pierde el derecho a recibir el precio correspondiente a los meses anteriores, ya que la norma únicamente lo faculta para efectuar el cobro de los cinco últimos meses, lo que significa contrario sensu, que el cobro de períodos adicionales, sería catalogado como un cobro inoportuno”.
De otra parte, es de anotar que según lo establecido en el Artículo 146 de la Ley 142 de 1994, ya transcrito, la medición por promedio sólo procede por un período. Esta disposición resulta concordante con el Artículo 144 de la misma normativa, también citado, según la cual cuando el suscriptor o usuario, pasado un período de facturación, no tome las medidas para reparar o reemplazar los medidores, la empresa podrá hacerlo por cuenta del suscriptor o usuario. 
Por lo anteriormente expuesto, puede concluirse que el término legal para facturar o cobrar los consumos no medidos o cobrados, es decir, hasta cuándo puede hacerse dicho cobro (Artículo 150 de la Ley 142 de 1994), no puede confundirse con la ausencia de medición y la forma en que deben determinarse los consumos no medidos, aplicable a un solo período en que no sea posible la medición (Artículo 146 de la Ley 142 de 1994).

4. Artículo 146… ““…consumos promedios de períodos del mismo suscriptor o usuario…”. Evento éste el cual sólo tendría aplicación para los casos de los usuarios que han contado con históricos de lectura y aparato de medición en condiciones estables o adecuadas”.
En efecto y tal como lo manifiesta el consultante, es presupuesto del uso de este mecanismo, por parte de la empresa de servicios públicos domiciliarios y para la medición del período que no haya sido posible medir, el que el usuario o suscriptor haya sido beneficiario del servicio, en el mismo inmueble y por períodos anteriores, de modo que se pueda consultar el histórico de dicha prestación.

5. Artículo 146… “…con base en consumos promedios de suscriptores o usuarios que estén en circunstancias similares… implicaría esto para la empresa prestadora, determinar…, apoyándose en su base de datos, la definición de los elementos particulares que individualizan o segmentan los usuarios con características similares, y con base en lo cual se han de tabular o generar estadísticas de consumos promedios, teniendo en cuenta los factores de similitud entre usuarios… los cuales dependerían de la metodología implementada por la empresa para este fin, y en concordancia con el respeto al debido proceso y garantías a los derechos de los usuarios”.
Para dar aplicación a esta alternativa de determinación del consumo a facturar, prevista por el legislador en el Artículo 146 de la ley 142 de 1994, ya comentado, el prestador de servicios públicos domiciliarios debe establecer criterios claros que le permitan asemejar la situación de un suscriptor o usuario con la de otro. 

Dichos criterios deben señalarse en el contrato de condiciones uniformes, de modo que los suscriptores y usuarios tengan claridad sobre la aplicación de los mismos.

Sobre la definición de estos criterios, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios carece de competencia para pronunciarse. 

6. “… el procedimiento extenso y en detalle se ha de plasmar íntegramente en las condiciones uniformes o harían parte de la reglamentación propia del procedimiento adoptado por determinada empresa en documento o archivo individualizado”.
De manera general, es posible indicar en este punto, que un procedimiento tal debe ser detallado en el contrato de condiciones uniformes, de modo que contenga todos los aspectos relevantes del mismo y permita al suscriptor o usuario del servicio tener claridad de cómo se va a determinar el consumo en el caso comentado. Lo anterior con el objeto de garantizar los derechos de los usuarios frente a la posición dominante que ostenta el prestador y que tiene una de sus manifestaciones en el hecho de que el referido contrato es de los llamados “por adhesión”, en la doctrina y la jurisprudencia, donde los suscriptores o usuarios no tienen, por regla general, posibilidad de negociar sus estipulaciones.

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios y en particular los conceptos emitidos por esta entidad. 

Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Proyectó: Ana María Velásquez Posada – Abogada Asesora Oficina Asesora Jurídica.

Revisó: Yolanda Rodríguez Guerrero - Coordinadora Grupo de Conceptos (A). 

NOTAS AL FINAL:
1. Radicado: 20135290412962.
Tema: RECUPERACION DE CONSUMOS / COBROS INOPORTUNOS. Aplicación de los Artículos 146 y 150 de la Ley 142 de 1994. 
2. Ley 1437 de 2011.
3. PARÁGRAFO PRIMERO: En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite. 
4. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”.
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